
		
			
				[image: Manual de Derecho constitucional. Volumen I. Francisco Balaguer Callejón, Gregorio Cámara Villar, Juan Fernando López Aguilar, María Luisa Balaguer Callejón y José Antonio Montilla Martos. Editorial Tecnos]
			

		

	
		
			FRANCISCO BALAGUER CALLEJÓN

			(Coordinador)

			GREGORIO CÁMARA VILLAR

			JUAN FERNANDO LÓPEZ AGUILAR

			MARÍA LUISA BALAGUER CALLEJÓN

			JOSÉ ANTONIO MONTILLA MARTOS

			MANUAL DE DERECHO CONSTITUCIONAL

			VOLUMEN I

			Constitución y fuentes del Derecho
Derecho constitucional europeo
Tribunal Constitucional
Estado autonómico

			VIGESIMOPRIMERA EDICIÓN

			[image: Logo: Editorial Tecnos]

		

	
		
			A Juan José Ruiz-Rico

		

	
		
			ÍNDICE DEL VOLUMEN I

			Abreviaturas

			Presentación

			Nota previa

			PRIMERA PARTE
INTRODUCCIÓN

			Capítulo I. EL DERECHO CONSTITUCIONAL

			1. La formación del Derecho constitucional como disciplina autónoma

			2. Concepto de Derecho constitucional

			3. El Derecho constitucional en el conjunto de las disciplinas jurídicas

			4. El tratamiento científico del Derecho constitucional

			5. El Derecho constitucional en España

			6. Derecho constitucional, globalización e integración supranacional

			7. La «reconstrucción» del Derecho constitucional en un mundo globalizado

			8. La Constitución del algoritmo

			8.1. De la Constitución «analógica» a la Constitución digital

			8.2. Algoritmos y fuentes del Derecho

			8.3. Algoritmos y Derechos

			8.4. La sociedad digital y la Constitución del algoritmo

			9. Inteligencia artificial y democracia

			10. La extracción de los datos: una lesión permanente de Derechos constitucionales

			11. El procesamiento de los datos: una amenaza para la democracia

			12. Inteligencia artificial y compañías tecnológicas

			Orientación bibliográfica

			Capítulo II. TRANSICIÓN POLÍTICA Y PROCESO CONSTITUYENTE

			1. Introducción. Una convulsa historia constitucional

			1.1. Las constituciones históricas españolas

			1.2. Rasgos del constitucionalismo histórico español

			2. La transición política

			2.1. El franquismo y la pretransición

			2.2. La transición

			3. La Ley para la Reforma Política

			4. Las primeras elecciones democráticas (1977) Y la elaboración de la Constitución (1977-1978)

			5. La Constitución española de 1978 y la apertura de un régimen constitucional en España

			Orientación bibliográfica

			SEGUNDA PARTE
FUENTES DEL DERECHO

			Capítulo III. LAS FUENTES DEL DERECHO

			1. Las fuentes del Derecho

			1.1. La doctrina tradicional de las fuentes del Derecho

			1.2. Sentido actual de la teoría de las fuentes

			1.3. Concepto de fuentes del Derecho

			1.4. Las fuentes del Derecho y el Código Civil

			2. Las normas sobre la producción jurídica

			2.1. Normas sobre la producción jurídica y fuentes del Derecho

			2.2. Normas sobre la producción jurídica, jerarquía y competencia

			3. Disposición y norma

			4. Validez, eficacia y vigencia de las normas

			4.1. Validez y eficacia de las normas

			4.2. La vigencia de las normas. El principio de publicidad normativa

			5. Pérdidas de validez y vigencia. Derecho intertemporal

			5.1. Derogación y anulación de las normas

			5.2. El Derecho intertemporal. La retroactividad de las normas

			Orientación bibliográfica

			Capítulo IV. EL ORDENAMIENTO JURÍDICO

			1. El ordenamiento jurídico

			1.1. Caracterización del ordenamiento jurídico

			1.2. Pluralidad de ordenamientos

			2. Principios estructuradores del ordenamiento jurídico

			3. La unidad del ordenamiento

			3.1. El principio de constitucionalidad

			3.2. La seguridad jurídica

			4. La coherencia del ordenamiento

			4.1. Jerarquía y competencia como principios de estructuración del ordenamiento

			4.2. El principio de jerarquía

			4.3. El principio de competencia

			4.4. El principio de prevalencia

			4.5. Otros principios

			5. La plenitud del ordenamiento

			5.1. Caracterización de la plenitud del ordenamiento

			5.2. Autointegración y heterointegración

			Orientación bibliográfica

			Capítulo V. LA CONSTITUCIÓN

			1. La Constitución

			2. Las normas constitucionales

			2.1. Los principios constitucionales

			2.2. Las normas programáticas

			2.3. Los valores superiores del ordenamiento

			2.4. El Estado social y democrático de Derecho

			3. La reforma constitucional

			3.1. Constitución y reforma constitucional

			3.2. Procedimientos de reforma constitucional

			3.3. Los límites a la reforma

			3.4. Control de la reforma

			3.5. La costumbre constitucional

			4. El bloque de constitucionalidad

			4.1. Bloque de constitucionalidad y control indirecto de constitucionalidad

			4.2. Bloque de constitucionalidad y normas sobre la producción jurídica

			4.3. Derecho europeo y bloque de constitucionalidad

			5. La doctrina del Tribunal Constitucional

			5.1. La creación de Derecho como rasgo estructural del Tribunal Constitucional

			5.2. Características de la producción jurídica del Tribunal Constitucional

			5.3. El valor normativo de las sentencias del Tribunal Constitucional

			Orientación bibliográfica

			Capítulo VI. TRATADOS INTERNACIONALES Y FUENTES LEGALES

			1. Los Tratados internacionales

			2. La ley

			2.1. Ley y Constitución

			2.2. El régimen jurídico de la ley

			3. Tipos de ley

			4. Las leyes orgánicas

			4.1. Significado constitucional de la ley orgánica

			4.2. Ámbito material de la ley orgánica

			5. Ley orgánica y ley ordinaria

			Orientación bibliográfica

			Capítulo VII. LAS FUENTES CON VALOR DE LEY

			1. Las fuentes con valor de ley

			2. Los Decretos-leyes

			2.1. Naturaleza jurídica del Decreto-ley

			2.2. Límites del Decreto-ley

			2.3. La convalidación del Decreto-ley

			2.4. La conversión en ley

			2.5. El control del Decreto-ley

			3. Los decretos legislativos. Naturaleza jurídica y clases

			3.1. Naturaleza jurídica de los Decretos legislativos

			3.2. Clases de Decretos legislativos

			4. Límites de la legislación delegada

			4.1. Límites de la ley de delegación

			4.2. Límites del Decreto legislativo

			5. El control de los decretos legislativos

			5.1. El control jurisdiccional

			5.2. El control parlamentario

			Orientación bibliográfica

			Capítulo VIII. LAS FUENTES REGLAMENTARIAS

			1. El reglamento

			2. La potestad reglamentaria

			2.1. La titularidad de la potestad reglamentaria

			2.2. Extensión e intensidad de la potestad reglamentaria

			3. La reserva de ley

			3.1. Función histórica de la reserva de ley

			3.2. Sentido actual de la reserva de ley

			3.3. Reserva de ley y potestad reglamentaria

			4. La primacía de la ley

			5. Tipos de reglamentos

			5.1. El reglamento independiente o paralegal

			5.2. Los reglamentos ejecutivos o habilitados

			5.3. Los reglamentos de necesidad

			Orientación bibliográfica

			Capítulo IX. DERECHO CONSTITUCIONAL EUROPEO

			1. El Derecho constitucional europeo como disciplina científica

			1.1. El Derecho constitucional europeo como disciplina

			1.2. El Derecho constitucional de la Unión Europea

			1.3. El Derecho constitucional de los Estados miembros como parte integrante del Derecho constitucional europeo

			1.4. La interacción entre los diversos espacios constitucionales en Europa

			1.5. Perspectivas metodológicas del Derecho constitucional europeo

			2. La Constitución europea en el proceso histórico de integración. La relación entre democratización, globalización e integración europea

			2.1. El modelo de construcción europea en sus primeros cincuenta años

			2.2. La Unión Europea «preconstitucional» como respuesta de los Estados al proceso de globalización

			2.3. La ampliación de la Unión y la crisis del modelo

			2.4. El desarrollo del proceso de globalización y su incidencia sobre el proceso de integración

			2.5. Integración y constitucionalización

			3. El debate sobre la Constitución europea

			3.1. Las asimetrías que dificultan la construcción de una comunidad política

			3.2. Los debates doctrinales sobre la Constitución Europea

			3.3. El modelo del Estado constitucional de Derecho

			3.4. La cuestión de la identidad europea

			3.5. Estados y ciudadanía en la construcción constitucional de Europa

			4. El Tratado Constitucional

			4.1. El contexto europeo de elaboración del Tratado Constitucional

			4.2. La Convención Europea

			4.3. El experimento de una Constitución con forma de Tratado

			4.4. El proceso de ratificación y la crisis del Tratado Constitucional

			4.5. La fragmentación del espacio político europeo y la crisis del método de revisión de los Tratados

			5. El Tratado de Lisboa

			5.1. El proceso de elaboración del Tratado de Lisboa

			5.2. El rechazo a la estatalidad de la Unión Europea

			5.3. La «desestructuración» del Derecho constitucional europeo

			5.4. El Tratado de Lisboa en el contexto de la pluralidad de espacios constitucionales en Europa

			5.5. El Tratado de Lisboa y la ciudadanía europea

			6. El Derecho europeo. Relaciones con el ordenamiento interno

			6.1. La constitucionalización de la Unión Europea y su incidencia en las relaciones entre ordenamientos

			6.2. Ordenamiento europeo y ordenamiento constitucional interno

			6.3. Las relaciones entre Derecho europeo y Derecho interno en el nivel infraconstitucional

			6.4. Las relaciones entre Derecho europeo y Derecho interno en el nivel constitucional

			6.5. La europeización de los ordenamientos constitucionales nacionales

			Orientación bibliográfica

			TERCERA PARTE
EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

			Capítulo X. ORGANIZACIÓN Y COMPETENCIAS DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

			1. La jurisdicción constitucional

			2. El Tribunal Constitucional

			2.1. El Tribunal Constitucional como órgano constitucional y jurisdiccional

			2.2. Estructura, composición y competencias del Tribunal Constitucional

			2.3. Abstención y recusación de sus miembros

			3. El control de constitucionalidad de las leyes

			3.1. Parámetro y objeto del control

			3.2. Inconstitucionalidad formal y material

			4. El recurso de inconstitucionalidad

			5. La cuestión de inconstitucionalidad

			6. La autocuestión o cuestión interna de inconstitucionalidad

			7. El recurso de amparo

			7.1. Concepto y naturaleza jurídica del recurso de amparo

			7.2. La legitimación

			7.3. El objeto del recurso de amparo

			7.4. Procedimiento

			8. El Tribunal Constitucional como tribunal de conflictos

			8.1. Consideraciones generales

			8.2. Los conflictos entre los órganos constitucionales

			8.3. Los conflictos territoriales

			8.4. Los conflictos en defensa de la autonomía local

			9. El control preventivo de los Tratados internacionales

			Orientación bibliográfica

			Capítulo XI. LAS SENTENCIAS DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

			1. Las sentencias del Tribunal Constitucional

			2. El valor de cosa juzgada

			3. Los efectos erga omnes

			4. La autovinculación del Tribunal Constitucional a sus propias resoluciones

			5. Las sentencias interpretativas

			6. La vinculación a los poderes públicos

			7. Inconstitucionalidad y nulidad

			8. La ejecución de las resoluciones del Tribunal Constitucional

			9. Los votos particulares

			9.1. Introducción

			9.2. Consideraciones históricas

			9.3. El voto particular en el Derecho comparado

			9.4. Las razones en pro y en contra del voto particular

			9.5. La regulación de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional. Valoración de su práctica

			Orientación bibliográfica

			CUARTA PARTE
EL ESTADO AUTONÓMICO

			Capítulo XII. LA ORGANIZACIÓN TERRITORIAL DEL ESTADO Y LAS COMPETENCIAS DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

			1. La previsiones constitucionales relativas a la organización territorial del Estado

			2. La formación del Estado autonómico

			3. El desarrollo del Estado autonómico

			4. El papel de la jurisprudencia constitucional en la consolidación del Estado autonómico

			5. El Derecho constitucional autonómico

			6. Características generales del Estado autonómico

			6.1. La distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas

			6.2. Las relaciones de cooperación y colaboración

			6.3. La participación de las CCAA en los asuntos europeos

			6.4. La financiación de las Comunidades Autónomas

			6.5. La situación actual del Estado autonómico

			7. Las últimas reformas estatutarias

			7.1. La necesidad de las reformas estatutarias

			7.2. El actual proceso de reformas estatutarias

			7.3. Valoración general de las reformas

			Orientación bibliográfica

			Capítulo XIII. LA ORGANIZACIÓN INSTITUCIONAL DE LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

			1. Introducción

			2. Las asambleas legislativas de las Comunidades Autónomas

			2.1. Caracterización y denominación

			2.2. El sistema electoral

			2.3. Duración del mandato

			2.4. Estatuto de los parlamentarios

			2.5. Funciones de las Asambleas autonómicas

			3. Los órganos ejecutivos de las Comunidades Autónomas

			3.1. Consideraciones generales sobre los órganos ejecutivos de las Comunidades Autónomas y la forma de gobierno

			3.2. El presidente

			3.3. El Consejo de Gobierno

			4. Las relaciones entre la Asamblea y el Ejecutivo autonómico

			4.1. Introducción

			4.2. La moción de censura

			4.3. La cuestión de confianza

			4.4. La disolución de la Asamblea

			5. La Administración de Justicia y los Tribunales Superiores de Justicia de las Comunidades Autónomas

			5.1. Introducción: el marco competencial

			5.2. Los Tribunales Superiores de Justicia

			5.3. Otras competencias autonómicas en materia de Administración de Justicia

			6. Otros órganos de las Comunidades Autónomas

			7. Referencia especial a la organización institucional de las Ciudades Autónomas de Ceuta y Melilla

			7.1. Sobre la naturaleza jurídica de los Estatutos de Autonomía de Ceuta y Melilla y su ámbito competencial

			7.2. El sistema de gobierno de las Ciudades Autónomas

			7.3. Sobre la Administración de Justicia

			Orientación bibliográfica

			Capítulo XIV. LAS FUENTES DEL DERECHO EN LAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS

			1. Los Estatutos de Autonomía

			1.1. El Estado autonómico

			1.2. La posición constitucional de las Comunidades Autónomas

			1.3. Los Estatutos de Autonomía

			2. Reforma de los Estatutos

			3. Principios de los ordenamientos autonómicos

			3.1. Los principios constitucionales

			3.2. Los principios estatutarios

			4. Fuentes legales

			4.1. La ley autonómica

			4.2. Los Decretos-leyes y los Decretos Legislativos en las Comunidades Autónomas

			5. Fuentes reglamentarias

			5.1. Legislación y Administración autonómica

			5.2. Los reglamentos autonómicos

			Orientación bibliográfica

			Capítulo XV. RELACIONES ENTRE EL ORDENAMIENTO ESTATAL Y LOS ORDENAMIENTOS AUTONÓMICOS

			1. Relaciones entre ordenamiento estatal y ordenamientos autonómicos

			2. El principio de supletoriedad del Derecho estatal

			2.1. La inicial interpretación jurisprudencial de la regla. La supletoriedad como fundamento de la validez general del Derecho estatal

			2.2. La última doctrina del Tribunal Constitucional sobre la regla de supletoriedad

			2.3. Supletoriedad y Derecho transitorio

			2.4. Supletoriedad y orden competencial: la neutralidad de la regla de supletoriedad

			3. La regla de prevalencia

			4. La articulación bases-desarrollo

			4.1. Definición de lo básico y regulación de lo básico

			4.2. La definición de lo básico

			4.3. El desarrollo normativo autonómico

			5. Las leyes del artículo 150 de la Constitución

			5.1. Las leyes marco

			5.2. Las leyes orgánicas de transferencia y delegación

			5.3. Las leyes de armonización

			Orientación bibliográfica

			CRÉDITOS

		

	
		
			
			ABREVIATURAS

			
				
					
					
				
				
					
							
							AATC

						
							
							Autos del Tribunal Constitucional.

						
					

					
							
							ADC

						
							
							Anuario de Derecho Civil.

						
					

					
							
							ADCyP

						
							
							Anuario de Derecho constitucional y Parlamentario.

						
					

					
							
							ADP

						
							
							Anuario de Derecho Público y Estudios Políticos.

						
					

					
							
							AEE

						
							
							Acta Electoral Europea.

						
					

					
							
							ATC

						
							
							Auto del Tribunal Constitucional.

						
					

					
							
							AUE

						
							
							Acta Única Europea.

						
					

					
							
							BCE

						
							
							Banco Central Europeo.

						
					

					
							
							BEI

						
							
							Banco Europeo de Inversiones.

						
					

					
							
							BOCG

						
							
							Boletín Oficial de las Cortes Generales.

						
					

					
							
							BOE

						
							
							Boletín Oficial del Estado.

						
					

					
							
							BOJA

						
							
							Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

						
					

					
							
							CA

						
							
							Comunidad Autónoma.

						
					

					
							
							CAA

						
							
							Comunidad Autónoma de Andalucía.

						
					

					
							
							CC

						
							
							Código Civil.

						
					

					
							
							CCAA

						
							
							Comunidades Autónomas.

						
					

					
							
							CDFUE

						
							
							Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea.

						
					

					
							
							CE

						
							
							Constitución Española.

						
					

					
							
							CEC

						
							
							Centro de Estudios Constitucionales.

						
					

					
							
							CECA

						
							
							Comunidad Europea del Carbón y el Acero.

						
					

					
							
							CEDH

						
							
							Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales.

						
					

					
							
							CEU

						
							
							Constitución Europea.

						
					

					
							
							CGPJ

						
							
							Consejo General del Poder Judicial.

						
					

					
							
							COREPER

						
							
							Comité de Representantes Permanentes.

						
					

					
							
							CP

						
							
							Código Penal.

						
					

					
							
							D

						
							
							Decreto.

						
					

					
							
							Disp. Adic.

						
							
							Disposición Adicional.

						
					

					
							
							Disp. Trans.

						
							
							Disposición Transitoria.

						
					

					
							
							DL

						
							
							Decreto-ley.

						
					

					
							
							DP

						
							
							Defensor del Pueblo.

						
					

					
							
							DUCH

						
							
							Declaración Universal de los Derechos Humanos.

						
					

					
							
							EA

						
							
							Estatuto de Autonomía. / Estatuto de Autonomía de Andalucía.

						
					

					
							
							EAr.

						
							
							Estatuto de Autonomía de Aragón.

						
					

					
							
							EAST.

						
							
							Estatuto de Autonomía de Asturias.

						
					

					
							
							EB

						
							
							Estatuto de Autonomía de Baleares.

						
					

					
							
							EC

						
							
							Estatuto de Autonomía de Cataluña.

						
					

					
							
							ECe

						
							
							Estatuto de Autonomía de Ceuta.

						
					

					
							
							ECL

						
							
							Estatuto de Autonomía de Castilla y León.

						
					

					
							
							ECan.

						
							
							Estatuto de Autonomía de Canarias.

						
					

					
							
							ECant.

						
							
							Estatuto de Autonomía de Cantabria.

						
					

					
							
							ECM

						
							
							Estatuto de Autonomía de Castilla-La Mancha.

						
					

					
							
							EE

						
							
							Estatuto de Autonomía de Extremadura.

						
					

					
							
							EG

						
							
							Estatuto de Autonomía de Galicia.

						
					

					
							
							EM

						
							
							Estatuto de Autonomía de Madrid.

						
					

					
							
							EMe

						
							
							Estatuto de Autonomía de Melilla.

						
					

					
							
							EMur.

						
							
							Estatuto de Autonomía de Murcia.

						
					

					
							
							EOMF

						
							
							Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal.

						
					

					
							
							EPCG

						
							
							Estatuto de Personal de las Cortes Generales.

						
					

					
							
							EPV

						
							
							Estatuto de Autonomía del País Vasco.

						
					

					
							
							ER

						
							
							Estatuto de Autonomía de La Rioja.

						
					

					
							
							EURATOM

						
							
							Comunidad Europea de la Energía Atómica.

						
					

					
							
							EV

						
							
							Estatuto de Autonomía de la Comunidad Valenciana.

						
					

					
							
							FFJJ

						
							
							Fundamentos Jurídicos.

						
					

					
							
							FGE

						
							
							Fiscal General del Estado.

						
					

					
							
							FJ

						
							
							Fundamento Jurídico.

						
					

					
							
							GC

						
							
							Quaderni Costituzionali.

						
					

					
							
							GGPP

						
							
							Grupos parlamentarios.

						
					

					
							
							GP

						
							
							Grupo parlamentario.

						
					

					
							
							LCE

						
							
							Ley de Contratos del Estado.

						
					

					
							
							LDPA

						
							
							Ley del Defensor del Pueblo Andaluz.

						
					

					
							
							LEA

						
							
							Ley Electoral de Andalucía.

						
					

					
							
							LEC

						
							
							Ley de Enjuiciamiento Civil.

						
					

					
							
							LECrim

						
							
							Ley de Enjuiciamiento Criminal.

						
					

					
							
							LERTV

						
							
							Ley del Estatuto de la Radio y la Televisión.

						
					

					
							
							LFTCTas

						
							
							Ley de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas.

						
					

					
							
							LG

						
							
							Ley del Gobierno.

						
					

					
							
							LGP

						
							
							Ley General Presupuestaria.

						
					

					
							
							LO

						
							
							Ley Orgánica.

						
					

					
							
							LOA

						
							
							Ley Orgánica reguladora del Derecho de Asociación.

						
					

					
							
							LOAPA

						
							
							Ley Orgánica de Armonización del Proceso Autonómico.

						
					

					
							
							LOCAE

						
							
							Ley Orgánica de Calidad de la Educación.

						
					

					
							
							LOCE

						
							
							Ley Orgánica del Consejo del Estado.

						
					

					
							
							LOCYPSS

						
							
							Ley Reguladora de la Objeción de Conciencia y de la Prestación Social Sustitutoria.

						
					

					
							
							LODE

						
							
							Ley Orgánica del Derecho a la Educación.

						
					

					
							
							LODLE

						
							
							Ley Orgánica reguladora de los Derechos de los Extranjeros en España.

						
					

					
							
							LODP

						
							
							Ley Orgánica del Defensor del Pueblo.

						
					

					
							
							LODPE

						
							
							Ley Orgánica reguladora del Derecho de Petición.

						
					

					
							
							LODR

						
							
							Ley Orgánica del Derecho de Reunión.

						
					

					
							
							LOE

						
							
							Ley Orgánica de Educación.

						
					

					
							
							LOEAES

						
							
							Ley Orgánica reguladora de los Estatutos de Alarma, Excepción y Sitio.

						
					

					
							
							LOEXIS

						
							
							Ley Orgánica sobre Derechos y Libertades de los Extranjeros en España y su Integración Social.

						
					

					
							
							LOFAGE

						
							
							Ley de Organización y Funcionamiento de la Administración del Estado.

						
					

					
							
							LOFCS

						
							
							Ley Orgánica de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.

						
					

					
							
							LOFPP

						
							
							Ley Orgánica de Financiación de los Partidos Políticos.

						
					

					
							
							LOGP

						
							
							Ley Orgánica General Penitenciaria.

						
					

					
							
							LOGSE

						
							
							Ley Orgánica de Ordenación General del Sistema Educativo.

						
					

					
							
							LOPJ

						
							
							Ley Orgánica del Poder Judicial.

						
					

					
							
							LOPP

						
							
							Ley Orgánica de Partidos Políticos.

						
					

					
							
							LOPSC

						
							
							Ley Orgánica de Protección de la Seguridad Ciudadana.

						
					

					
							
							LORAFNA

						
							
							Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del Régimen Foral de Navarra.

						
					

					
							
							LOREG

						
							
							Ley Orgánica del Régimen Electoral General.

						
					

					
							
							LORILP

						
							
							Ley Orgánica reguladora de la Iniciativa Legislativa Popular.

						
					

					
							
							LORMR

						
							
							Ley Orgánica sobre regulación de las distintas modalidades de Referéndum.

						
					

					
							
							LOSM

						
							
							Ley Orgánica del Servicio Militar.

						
					

					
							
							LOTC

						
							
							Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.

						
					

					
							
							LOTCA

						
							
							Ley de Organización Territorial de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

						
					

					
							
							LOTCtas

						
							
							Ley Orgánica del Tribunal de Cuentas.

						
					

					
							
							LOTRACA

						
							
							Ley Orgánica de transferencias complementarias a Canarias.

						
					

					
							
							LOTRAVA

						
							
							Ley Orgánica de transferencia a la Comunidad Valenciana de competencias en materia de titularidad estatal.

						
					

					
							
							LOU

						
							
							Ley Orgánica de Universidades.

						
					

					
							
							LPA

						
							
							Ley de Procedimiento Administrativo.

						
					

					
							
							LPAC

						
							
							Ley del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

						
					

					
							
							LPJDF

						
							
							Ley de Protección Jurisdiccional de los Derechos y Libertades Fundamentales.

						
					

					
							
							LPP

						
							
							Ley de Partidos Políticos.

						
					

					
							
							LRBRL

						
							
							Ley reguladora de las Bases del Régimen Local.

						
					

					
							
							LRDA

						
							
							Ley reguladora del Derecho de Asilo y de la Condición de Refugiado.

						
					

					
							
							LRJAE

						
							
							Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado.

						
					

					
							
							LRJCA

						
							
							Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

						
					

					
							
							LRJSP

						
							
							Ley de Régimen Jurídico del Sector Público.

						
					

					
							
							LRU

						
							
							Ley Orgánica de Reforma Universitaria.

						
					

					
							
							PE

						
							
							Parlamento Europeo.

						
					

					
							
							PIDCP

						
							
							Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos.

						
					

					
							
							PIDESC

						
							
							Pacto Internacional de los Derechos Económicos Sociales y Culturales.

						
					

					
							
							QC

						
							
							Quaderni Costituzionali.

						
					

					
							
							RAAP

						
							
							Revista Andaluza de Administración Pública.

						
					

					
							
							RAP

						
							
							Revista de Administración Pública.

						
					

					
							
							RC

						
							
							Reglamento del Congreso de los Diputados.

						
					

					
							
							RCG

						
							
							Revista de las Cortes Generales.

						
					

					
							
							RD

						
							
							Real Decreto.

						
					

					
							
							RDLey

						
							
							Real Decreto-ley.

						
					

					
							
							RDP

						
							
							Revista de Derecho Político.

						
					

					
							
							REDA

						
							
							Revista Española de Derecho Administrativo.

						
					

					
							
							REDC

						
							
							Revista Española de Derecho constitucional.

						
					

					
							
							ReDCE

						
							
							Revista de Derecho constitucional europeo.

						
					

					
							
							REF

						
							
							Reglamento de la Ley de Expropiación Forzosa.

						
					

					
							
							RELODEX

						
							
							Reglamento de Ejecución de la Ley Orgánica sobre Derechos y Libertades de los Extranjeros en España.

						
					

					
							
							REP

						
							
							Revista de Estudios Políticos.

						
					

					
							
							RFDUC

						
							
							Revista de la Facultad de Derecho de la Universidad Complutense.

						
					

					
							
							RGCE

						
							
							Reglamento General de Contratación del Estado.

						
					

					
							
							ROCCA

						
							
							Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo de Andalucía.

						
					

					
							
							ROCE

						
							
							Reglamento Orgánico del Consejo de Estado.

						
					

					
							
							RPA

						
							
							Reglamento del Parlamento de Andalucía.

						
					

					
							
							RPC

						
							
							Revista de Política Comparada.

						
					

					
							
							RPE

						
							
							Reglamento del Parlamento Europeo.

						
					

					
							
							RS

						
							
							Reglamento del Senado.

						
					

					
							
							RTDP

						
							
							Rivista trimestrale di diritto pubblico.

						
					

					
							
							RVAP

						
							
							Revista Vasca de Administración Pública.

						
					

					
							
							RVEA

						
							
							Revista Valenciana de Estudios Autonómicos.

						
					

					
							
							SSTC

						
							
							Sentencias del Tribunal Constitucional.

						
					

					
							
							STC

						
							
							Sentencia del Tribunal Constitucional.

						
					

					
							
							STEDH

						
							
							Sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos.

						
					

					
							
							STJCE

						
							
							Sentencia del Tribunal de Justicia Europeo.

						
					

					
							
							STS

						
							
							Sentencia del Tribunal Supremo.

						
					

					
							
							TCE

						
							
							Tratado de la Comunidad Europea.

						
					

					
							
							TCEE

						
							
							Tratado de la Comunidad Económica Europea.

						
					

					
							
							TEDH

						
							
							Tribunal Europeo de Derechos Humanos.

						
					

					
							
							TJUE

						
							
							Tribunal de Justicia de la Unión Europea.

						
					

					
							
							TL

						
							
							Tratado de Lisboa

						
					

					
							
							TPCC

						
							
							Título Preliminar del Código Civil.

						
					

					
							
							TPI

						
							
							Tribunal de Primera Instancia.

						
					

					
							
							TRRL

						
							
							Texto Refundido de Régimen Local.

						
					

					
							
							TSJ

						
							
							Tribunal Superior de Justicia.

						
					

					
							
							TFUE

						
							
							Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.

						
					

					
							
							TUE

						
							
							Tratado de la Unión Europea.

						
					

					
							
							UE

						
							
							Unión Europea.

						
					

				
			

		

	
		
			
			PRESENTACIÓN

			En este año en que se publica la vigesimoprimera edición del Manual de Derecho Constitucional el constitucionalismo se está enfrentando a dificultades crecientes en el ámbito global, que se unen al deterioro del Derecho internacional y del orden mundial sobre el que crecieron y se desarrollaron los Estados constitucionales a partir del final de la Segunda Guerra Mundial. Una deriva que se asienta igualmente sobre las tensiones a que ese está viendo sometido el orden constitucional de Estados Unidos, el país que está generando más inestabilidad en el mundo desde el comienzo de la nueva Administración Trump, en enero de 2025. Sus políticas están acentuando la fragmentación de la globalización y dificultando la estabilidad económica y la convivencia pacífica en el mundo.

			Ciertamente, la globalización ha supuesto elementos disfuncionales para los Estados y las sociedades nacionales, pero también otros que han sido muy positivos. Entre estos últimos no podemos desconocer que la globalización, con el sistema de interdependencias que genera a través de la apertura al comercio y la configuración de un mercado global, incorpora el principio kantiano en virtud del cual el espíritu del comercio resulta incompatible con la guerra. Así lo ha expresado también la Organización Mundial del Comercio, al indicar que la interrelación entre las economías de los Estados produce ganancias importantes al tiempo que genera igualmente costes relevantes si se cortan las relaciones comerciales.

			Sin embargo, el proceso de globalización está experimentando una evolución incierta cuyo resultado no podemos prever. Hay diversos elementos que están reduciendo los efectos positivos que puede tener la globalización para la paz. En primer lugar, la tercera globalización ha sido el marco en el que se han producido avances tecnológicos extraordinarios, especialmente en materia de Inteligencia Artificial, que están generando rupturas de alcance imprevisible, dando lugar a una nueva época en la historia. Entre esas rupturas hay que mencionar el rechazo a las normas por parte de las grandes compañías tecnológicas, que está en la base de la actual deriva militarista de la Administración estadounidense.

			En segundo lugar, la tensión por la hegemonía global entre Estados Unidos y China está provocando tensiones enormes que están generando una modulación de la globalización, en función de afinidades geopolíticas. Estas tensiones se han incrementado de manera significativa a partir de la guerra de Ucrania, impulsando la fragmentación de la globalización articulada esencialmente en torno a dos grandes bloques liderados por Estados Unidos y por China.

			En tercer lugar, la nueva Administración estadounidense está comenzando a utilizar todo su potencial, comercial, tecnológico y militar para favorecer la hegemonía global de Estados Unidos, con una evolución imprevisible que pone en riesgo la paz mundial. La acción militar en Irán es manifestación de esos riesgos al tiempo que están poniendo a prueba a la propia globalización desde el punto de vista de las limitaciones en términos de coste económico que un conflicto armado puede presentar para quienes lo han generado y para la economía global.

			La fragmentación de la globalización ha sido el primer recurso de Estados Unidos para hacer frente a la lucha por la hegemonía global con China. Su éxito es más que discutible si tenemos en cuenta que el desarrollo económico de China no se ha frenado y la distancia de su PIB con Estados Unidos es cada vez mayor (medido en términos de paridad de poder adquisitivo). A la presión que para Estados Unidos supone la pérdida de la primacía económica se unen otros factores muy relevantes como son el monopolio chino sobre materias primas estratégicas que son fundamentales para la producción tecnológica en el resto del mundo y el propio desarrollo tecnológico de China que compite ya en sectores esenciales con el de Estados Unidos.

			La nueva Administración Trump se plantea metas más ambiciosas que las de liderar a una parte de los países del mundo frente a aquellos que se sitúan en la esfera de influencia de China. Su pretensión es recuperar y consolidar la hegemonía global. A pesar de que el movimiento que llevó al poder a D. Trump es claramente aislacionista, su política está orientándose a la hegemonía tecnológica y militar, ya que la económica se va alejando cada vez más de las posibilidades de Estados Unidos. Esa tendencia se manifestó ya en su primer año de mandato a través de dos documentos que la reflejan: el Plan de Acción de IA de julio de 2025 y la Estrategia de Seguridad Nacional de noviembre de 2025.

			La estrategia política estadounidense se ha hecho explícita y pasa por promover su hegemonía global eliminando cualquier competencia posible, por lo que la UE, que podría ser un contrapeso importante que equilibrara el actual poder agresivo de Estados Unidos, se considera no como un aliado sino como un obstáculo. Las condiciones para garantizar la paz a nivel global se ven cada vez más debilitadas y los riesgos de una extensión de los actuales conflictos son evidentes.

			En estas condiciones, la duda sobre el avance de la globalización y su capacidad para generar interdependencias que puedan limitar los conflictos bélicos y promover la paz es inevitable. Lo más probable es que la globalización termine imponiéndose en el futuro, por más que la historia la someta a fuertes pruebas tales como las crisis pandémicas o las guerras. Sin embargo, no podemos desconocer los riesgos que para la paz mundial se plantean actualmente, con conflictos bélicos abiertos que se han generado y se están desarrollando sin el menor respeto a la legalidad internacional y a los Derechos Humanos.

			Como ha ocurrido en otras épocas de la historia, la paz no es el resultado natural de la convivencia, ya sea entre individuos o entre naciones, porque las tensiones derivadas de la condición humana conducen habitualmente a conflictos tanto internos como internacionales. La paz, como dice Peter Häberle, hay que promoverla a través de una cultura de la paz, mediante la creación de entornos en los que se eduque para la paz, se habiliten mecanismos para solucionar los conflictos y se garantice la prevalencia del derecho sobre la fuerza. El Derecho constitucional tiene un papel esencial en la construcción de esa cultura de la paz.

			Por lo que se refiere al ámbito interno de nuestro país, a pesar de que se ha aprobado una reforma constitucional en una cuestión en la que había amplio consenso (la Reforma del apartado 3 del art. 69 de la Constitución Española, a los efectos de que la isla de Formentera elija un senador propio, de 19 de mayo de 2026), lo cierto es que el clima político sigue siendo muy conflictivo y la inestabilidad parlamentaria está afectando ya a la agenda legislativa, dificultando la aprobación de nuevas leyes y de los Presupuestos Generales del Estado. Entre las que se han aprobado hay que mencionar la Ley Orgánica 3/2025, de 27 de junio, por la que se modifica la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del derecho de asociación; la Ley 4/2025, de 24 de julio, por la que se modifica la Ley 28/1990, de 26 de diciembre, por la que se aprueba el Convenio Económico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra; la Ley 6/2025, de 28 de julio, de modificación de la Ley 19/1994, de 6 de julio, de modificación del Régimen Económico y Fiscal de Canarias, para la regulación de las inversiones en elementos patrimoniales afectos a la actividad de arrendamiento de vivienda en las Islas Canarias; la Ley 7/2025, de 28 de julio, por la que se crea la Agencia Estatal de Salud Pública y se modifica la Ley 33/2011, de 4 de octubre, General de Salud Pública, y la Ley Orgánica 1/2026, de 8 de abril, en materia de multirreincidencia, por la que se modifica la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal y la Ley de Enjuiciamiento Criminal, aprobada por Real Decreto de 14 de septiembre de 1882. Por último, hay que mencionar también la Reforma del Reglamento del Congreso de 22 de julio de 2025 y la Reforma del Reglamento del Senado de 12 de noviembre de 2025. En cuanto a la jurisprudencia, desde que cerramos la anterior edición se han publicado sentencias relevantes algunas de las cuales se incorporan a esta nueva edición. Es el caso de las SSTC 133/2025, de 10 de junio, y 142/2025, de 22 de julio (reserva de ley orgánica); la 137/2025, de 26 de junio, sobre la Ley de amnistía (junto con las numerosas sentencias que la han seguido resolviendo recursos o cuestiones de inconstitucionalidad sobre la misma Ley); la 134/2025, de 10 de junio (LOREG); las 171/2025, de 17 de noviembre; 3/2026, de 12 de enero y 5/2026, de 14 de enero (derecho al ejercicio de las funciones representativas), y la 6/2026, de 15 de enero (derecho de acceso en condiciones de igualdad a las funciones públicas).
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			CAPÍTULO I

			EL DERECHO CONSTITUCIONAL

			SUMARIO: 1. La formación del Derecho constitucional como disciplina autónoma.—2. Concepto de Derecho constitucional.—3. El Derecho constitucional en el conjunto de las disciplinas jurídicas.—4. El tratamiento científico del Derecho constitucional.—5. El Derecho constitucional en España.—6. Derecho constitucional, globalización e integración supranacional.—7. La «reconstrucción» del Derecho constitucional en un mundo globalizado.—8. La Constitución del algoritmo.—8.1. De la Constitución «analógica» a la Constitución digital.—8.2. Algoritmos y fuentes del Derecho.—8.3. Algoritmos y derechos.—8.4. La sociedad digital y la Constitución del algoritmo.—9. Inteligencia artificial y democracia.—10. La extracción de los datos: una lesión permanente de derechos constitucionales.—11. El procesamiento de los datos: una amenaza para la democracia.—12. Inteligencia artificial y compañías tecnológicas.—Orientación bibliográfica.

			1. LA FORMACIÓN DEL DERECHO CONSTITUCIONAL COMO DISCIPLINA AUTÓNOMA

			Se puede decir con García Pelayo que el Derecho constitucional se desarrolla en Europa como disciplina autónoma durante el siglo XIX, especialmente en el último tercio del siglo, cuando se habían asentado los regímenes constitucionales, generando una etapa de gran estabilidad, de la que dan muestra la longevidad de las Constituciones de ese período. Justamente será la implantación de los sistemas constitucionales y los primeros pasos del Estado de Derecho, uno de los motivos esenciales que impulsen el desarrollo del Derecho constitucional como disciplina. Al mismo tiempo, el concepto garantista de Constitución propio del primer constitucionalismo, se va transformando (ocultando sus referentes ideológicos) en el positivismo.

			A pesar de que el positivismo no supuso un avance metodológico, sino más bien lo contrario, respecto de la dogmática reinante en el ámbito del Derecho privado, lo cierto es que la formulación positivista consiguió imponerse prácticamente como el paradigma científico dominante (en la expresión de J. J. Ruiz-Rico) en los estudios constitucionales (si bien no en todos los países y, desde luego, no específicamente en España) en torno al cual se articularían los estudios científicos y las polémicas doctrinales sobre las que (más allá de los referentes históricos que en el pensamiento político contribuyeron al desarrollo del constitucionalismo) se construirá el Derecho constitucional como disciplina jurídica.

			La doctrina alemana del Derecho público, cuya culminación (en lo que al método se refiere) será el positivismo formalista, va a prescindir de los componentes que se observan en los fundadores de la dogmática (Savigny, Ihering): la conexión permanente con la realidad social, la referencia a los valores, la preocupación por la vigencia del Derecho, la creencia en la potencialidad transformadora de la ciencia. Estos movimientos positivistas tendieron, en efecto, a la formulación de sistemas conceptuales basados exclusivamente en la aplicación de la lógica al Derecho. Esta nueva concepción de la dogmática como ciencia aislada de consideraciones históricas, filosóficas o políticas, se hace ya patente en Gerber y, sobre todo, en Laband y alcanza su máxima expresión en Kelsen. Este último autor fundamenta toda su teoría justamente en la delimitación del objeto de la ciencia jurídica y, en ese sentido, hay que resaltar la identificación que se da en Kelsen entre objeto y método, que se plantea en términos absolutos (a diferencia de la relación que se expresaba en la dogmática tradicional) hasta el punto de configurar su teoría, sobre esa base, como una teoría pura del Derecho. Ese objeto determinado como jurídico queda reducido a las normas, y la ciencia del Derecho se centra en el análisis de las normas desde la perspectiva de su validez, entendiendo por validez justamente la existencia específica de una norma.

			Por otra parte, Kelsen, aunque acepta la existencia de valores dentro de las normas, que por supuesto, deben ser tratados desde una estricta neutralidad axiológica, no admite patrón alguno para medir esos valores; no es posible esa perspectiva finalista o espiritualista de Savigny o Ihering. Por el contrario, el contenido de esos valores es indiferente al Derecho, y lo único relevante es precisamente la forma, la condición normativa. El Derecho constituye para Kelsen un valor en sí mismo, el único valor, en cuanto norma. Sin embargo, Kelsen no es solo el punto de llegada de una tradición dogmática formalista, representada por la Escuela del Derecho público alemana, sino también el punto de retorno, en otros muchos aspectos, a una concepción de la ciencia del Derecho más abierta, y desde luego, a una concepción del Derecho constitucional precursora de la que hoy alimenta a los sistemas constitucionales normativos.

			Kelsen es, en efecto, un autor complejo que representa a la vez la coronación y el declive del positivismo (P. de Vega). Por lo demás, los intentos renovadores del Derecho constitucional se formularán, de manera especialmente intensa durante el período de entreguerras, abriendo nuevas perspectivas metodológicas, tanto en Francia (M. Hauriou) como en Italia (Santi Romano) y especialmente en Alemania (R. Smend, H. Heller). No cabe duda de que los planteamientos positivistas condujeron al Derecho constitucional a su autonomía científica y a un amplio desarrollo en cuanto disciplina jurídica. Pero también hay que hacer constar, como indicara García Pelayo, que el positivismo, por la perspectiva metodológica que adoptó, desligada de cualquier referente axiológico o social, condujo a la incomprensión de los cambios que se estaban produciendo en la estructura política y social y que afectaban a la sustancia misma de la Constitución (así la creciente importancia de los partidos políticos o la preponderancia del ejecutivo sobre el legislativo).

			Con las constituciones normativas, el Derecho constitucional alcanza un nuevo impulso que es, entre otras cosas, la expresión de la posición nuclear que la Constitución adquiere en el ordenamiento jurídico. La aparición de los tribunales constitucionales genera una interacción entre doctrina y jurisprudencia que, en su formulación adecuada, debe servir de fermento para el desarrollo del Derecho constitucional. Aparecen nuevos planteamientos que superan el positivismo formalista (por ejemplo, en Alemania los nombres de K. Hesse, G. Dürig o P. Häberle) y se producen formulaciones metódicas que intentan superar los estrechos márgenes por los que discurre todavía el Derecho constitucional. Entre ellas, de especial trascendencia las de P. Häberle, relativas al Estado constitucional cooperativo, a la teoría de la Constitución como ciencia cultural, a la sociedad abierta de los intérpretes constitucionales, al paradigma de la evolución gradual de los textos o al Derecho comparado como quinto método de interpretación. El «Derecho constitucional común europeo» (P. Häberle) nos induce a pensar que el Derecho constitucional como disciplina no será ya solo —como hasta ahora— nacional: caminamos hacia un Derecho constitucional europeo (cuyas exigencias metódicas son parcialmente diferentes) como hay ya un Derecho constitucional autonómico que requiere elaboración científica, sistematización y explicación en los centros universitarios.

			2. CONCEPTO DE DERECHO CONSTITUCIONAL

			El Derecho constitucional se ha definido tradicionalmente en relación con el Estado, y fundamentalmente con el sometimiento del Estado al Derecho, con el control jurídico del poder estatal (así, en nuestra tratadística constitucional clásica, Santamaría de Paredes, A. Posada o N. Pérez Serrano). La historia del Derecho constitucional ha ido, ciertamente, unida a la del Estado, pese a que no sea posible establecer una equivalencia entre ambos términos, puesto que hay Estados que desconocen el Derecho constitucional y Derecho constitucional en espacios infra y supraestatales. Se trata, sin embargo, de un desarrollo que no ha terminado, sino que se mantiene en evolución constante. El Derecho constitucional es un producto moderno, la última fase del proceso de diferenciación y especialización de la política con respecto a la sociedad que se produce con la implantación del capitalismo. Sin embargo, en los últimos doscientos años, el Derecho constitucional ha estado sometido a las tensiones que han marcado las transformaciones operadas en las sociedades europeas. Puesto que no hay una noción de Constitución válida para todo momento y lugar, el concepto que aquí podemos utilizar es el de Constitución normativa, fase última de esa evolución histórica que se corresponde con nuestro propio texto constitucional vigente.

			La trascendental evolución del constitucionalismo se manifiesta de manera evidente si partimos de la concepción garantista o racional-normativa de Constitución, que se corresponde con la inicial ideología constitucionalista: la idea del Derecho constitucional centrada en una Constitución, en un documento solemne y formalmente protegido, que garantice los derechos individuales y establezca la separación de poderes. No es necesario exponer aquí la función extremadamente constructiva que esa ideología ha cumplido en la configuración del Derecho constitucional, y cómo, justamente, su desplazamiento en favor de la idea de un Derecho constitucional aséptico, vacío de contenido concreto, sirvió de cobertura al retroceso brutal que supusieron los fascismos tras la Primera Guerra Mundial. Pero sí se hace preciso hacer constar que esta concepción garantista ha experimentado una evolución importante que es coherente con el propio desarrollo social de los últimos doscientos años.

			El constitucionalismo garantista tenía una orientación claramente oligárquica. Orientación que inevitablemente se verá alterada como consecuencia de los cambios en la estructura política y constitucional acaecidos desde mediados del siglo XIX. El desarrollo de la participación política a través de la implantación del sufragio universal, la consolidación de los partidos políticos y su constitucionalización, el reconocimiento de los derechos sociales y la correspondiente limitación de otros derechos propios del constitucionalismo liberal, las alteraciones en el principio de división de poderes, son algunos de los procesos que expresan la transformación del constitucionalismo.

			El constitucionalismo de nuestro tiempo se abre al pluralismo social y político, y ello tiene inevitables consecuencias en la propia estructura constitucional. El pluralismo exige (y a la vez hace posible) la formación de instancias arbitrales que aseguren la continuidad del marco jurídico-político establecido en la Constitución. La normatividad de la Constitución se refuerza así en el nuevo constitucionalismo europeo y con ella la implantación de los tribunales constitucionales y la fuerza vinculante directa de sus preceptos. La Constitución es, ciertamente una fuente del Derecho, y en ese sentido puede ser definida también como una categoría que incorpora al ordenamiento normas jurídicas.

			Esta condición normativa de la Constitución no está reñida con la caracterización de su contenido como una disciplina básicamente política, pues regula las materias fundamentales de la esfera política de la comunidad. Lo cual, habría que precisar, implica solo una diferencia cuantitativa (no por ello menos importante) entre la Constitución y el resto de las normas de nuestro sistema jurídico. Toda normativa incorporada a las fuentes del Derecho tiene, en mayor o menor medida, relevancia política, en cuanto afecta a la distribución de los recursos sociales. No es posible despolitizar el resto del ordenamiento y centrar en la Constitución el contenido político del Derecho. No porque la Constitución no lo tenga, sino, precisamente, porque lo tiene, y porque su influencia sobre el ordenamiento produce una extensión de la ordenación política a otros muchos ámbitos.

			El pluralismo incide también en la alteración del sentido original del Derecho constitucional, considerado como línea de defensa de la sociedad ante el Estado. Frente a la concepción garantista, que aspira a establecer, en consonancia con los postulados liberal-burgueses, un orden separado de la esfera social con respecto a la política, para evitar las intromisiones del poder del Estado, el constitucionalismo actual manifiesta una tensión en sentido contrario. Ya no se trata de limitar el poder estatal frente a la sociedad, sino por el contrario, de regularlo para que actúe sobre la propia sociedad, a instancias de ella misma, en virtud de la titularidad popular del poder y de la democratización del Estado. Por tanto, el Derecho constitucional no está llamado a sancionar la disociación entre la sociedad y el Estado, sino, por el contrario, a procurar su reunificación. Por ello, el contenido clásico del mismo queda afectado: no se trata solo de regular y controlar el poder del Estado y asegurar los derechos individuales, sino también de procurar que el poder del Estado no lo sea de un ente abstracto aislado, sino de la sociedad toda. En ese sentido se produce otra diferencia importante con respecto al concepto general de Derecho. Esa diferencia estriba en que, frente al Derecho, que es por naturaleza inmovilista, el Derecho constitucional actual se configura como un Derecho dinamizador del conjunto del ordenamiento, del resto del Derecho. El Derecho constitucional no está llamado a ser, en las últimas concepciones sobre el mismo, ese Derecho que va por detrás de la realidad, sino ese Derecho que debe ir por delante de la realidad, prefigurándola a la voz de los impulsos democráticos. El Derecho constitucional promueve una ordenación que intenta regular el poder del Estado como un poder no solo controlado por la sociedad, sino también configurado por la sociedad en un sentido transformador. Esa importante función, que es una función política, por cuanto afecta a la organización fundamental de la sociedad y a las líneas directrices de su desenvolvimiento futuro, es desarrollada a través de medios jurídicos, a través del Derecho. En ese sentido, es característica específica del Derecho constitucional con respecto al Derecho, su vocación dinamizadora. El Derecho constitucional es así un instrumento regulador de la dinámica social.

			Desde esa última perspectiva, el Derecho constitucional no puede ser insensible a las transformaciones sociales que exigen una respuesta jurídico-constitucional. Algunas de ellas se integran en el ordenamiento a través de la jurisprudencia constitucional cuando esta produce avances en materia de derechos constitucionales o de descentralización del Estado. Otras exigen una respuesta constitucional a través de instrumentos jurídicos o requieren de una reflexión doctrinal que abra el camino de futuros desarrollos. El Derecho constitucional está sometido a fuertes tensiones: la tensión entre pluralismo y representación; el control de los poderes privados y el respeto a los derechos constitucionales que los amparan; el creciente valor del mercado y el retroceso del Estado social, las transformaciones del poder estatal y el proceso de globalización, así como el desarrollo de la sociedad digital. La Constitución ha ido siempre unida al Estado, pero el Derecho constitucional tiene que atender a las necesidades constitucionales (de control del poder, de respeto de los derechos) que se abren fuera del orden estatal.

			3. EL DERECHO CONSTITUCIONAL EN EL CONJUNTO DE LAS DISCIPLINAS JURÍDICAS

			La Constitución normativa se configura como el centro del ordenamiento jurídico (A. Nieto), impregnando todos y cada uno de los sectores del Derecho. A partir de la Constitución de 1978, todas las disciplinas jurídicas tienen una vertiente constitucional que incide de manera decisiva en su conformación y en su desarrollo. La incidencia de los principios constitucionales determina que todo el sistema jurídico tenga que adaptar sus contenidos a esos principios. La Constitución ordena todos los ámbitos del Derecho y define el marco en el cual se podrán producir los desarrollos normativos y jurisprudenciales en cada uno de esos ámbitos. Desde esa perspectiva, la Constitución es ya una referencia imprescindible para cualquier jurista, que deberá abordar el conocimiento de la Constitución desde su materia. Hay, pues, un conocimiento, por así decirlo, externo de la Constitución, que es el proporcionado por la interacción entre los criterios constitucionales y las disciplinas particulares.

			Al mismo tiempo, la conformación de la Constitución como Derecho constitucional conlleva la inevitable ocupación por parte del Derecho constitucional de parcelas antes atribuidas a otras disciplinas. La temática de las fuentes del Derecho, por ejemplo, si se quiere abordar de manera sistemática y unitaria, debe hacerse desde el Derecho constitucional, incorporando aspectos que antes eran objeto de estudio del Derecho civil, el Derecho administrativo o la Filosofía del Derecho. La nueva estructuración territorial del Estado y la progresiva constitucionalización de las instituciones europeas en las que nos hemos integrado requieren de perspectivas constitucionales para su conceptuación y explicación.

			Esta expansión del Derecho constitucional supone que, junto al conocimiento externo al que antes hacíamos referencia, el jurista precise de un conocimiento interno, desde la Constitución, de su propia materia y del orden global en que esta integra. Esta exigencia se entiende perfectamente si se tiene en cuenta que la Constitución es la fuente que hace posible la unidad del ordenamiento jurídico. Lo hace posible porque en la Constitución se contienen los elementos estructurales del ordenamiento jurídico, que son objeto de estudio del Derecho constitucional. Al mismo tiempo, desde el Derecho constitucional se genera una interrelación entre las disciplinas jurídicas que es la consecuencia de la remisión que todas ellas tienen que realizar al orden constitucional.

			Ahora bien, el Derecho constitucional no solo aporta a las otras disciplinas jurídicas, también recibe de ellas los elementos, instituciones y técnicas que, acuñadas a lo largo de muchos años, contribuyen a la conformación jurídica del Derecho constitucional. Muchas de esas instituciones y técnicas tienen que ser reinterpretadas a la luz de los principios constitucionales, pero son una base imprescindible para el desarrollo del Derecho constitucional.

			Hay que tener en cuenta que el Derecho constitucional no puede basarse solo en la construcción dogmática, pues la dogmática no permite abarcar en todas sus facetas la realidad jurídica que es preciso conocer; hay que recurrir también al conocimiento que procede de otros sectores, cuando ello sea necesario. Justamente porque el objeto de conocimiento científico se concreta cada vez más y se abre a la proliferación de muy diversas especialidades científicas, la comunicación entre esos campos se hace estrictamente necesaria. Esta comunicación es especialmente necesaria dentro del ámbito jurídico, entre las distintas disciplinas, pero también fuera de él con respecto a los sectores conexos: sociología, historia, ciencia política, entre otros.

			El conocimiento interdisciplinar, como ya señalara H. Heller, no supone la destrucción de la autonomía metódica, aunque permita la utilización, al lado de las técnicas propias, de procedimientos procedentes de otros ámbitos. Con todos los peligros que comporte, es claro que siempre será preferible a una ciencia jurídica encerrada en sí misma, ya que, como dijera Hernández Gil, «a veces, la mirada desde afuera es una puerta abierta para penetrar en el interior del propio objeto de conocimiento».

			El Derecho constitucional, por último, no solo aporta a los otros sectores jurídicos principios materiales de ordenación en aras de la perseguida unidad del ordenamiento jurídico. También proporciona perspectivas metodológicas que hacen posible una nueva comprensión del discurso jurídico, más abierta y pluralista, basada no en la pretensión dogmática de alcanzar la verdad absoluta, sino en la más modesta de construir correctamente la argumentación jurídica.

			4. EL TRATAMIENTO CIENTÍFICO DEL DERECHO CONSTITUCIONAL

			La Constitución normativa, fase (hasta ahora) última del constitucionalismo, va a incidir en la concepción de la ciencia, no solo del Derecho constitucional, sino en general del Derecho, afectando a algunas de sus variantes más formalistas y obligando a una revisión de los planteamientos tradicionales sobre el método jurídico. Este tipo de Constitución y el sustrato social sobre el que se asienta plantean nuevas exigencias al tratamiento científico del Derecho constitucional. El pensamiento científico no puede desligarse del desarrollo social, político y cultural, que está a su vez en la base de la conformación fundamental del orden social sobre el que la Constitución normativa actúa como catalizador. El discurso científico no puede aislarse de la atmósfera social en el que se desenvuelve, pues es tributario, como la propia Constitución, de un determinado sustrato social que condiciona su orientación, sus posibilidades y sus límites. Veamos, pues, en qué medida afecta la Constitución normativa (y el orden social sobre el que se asienta) al Derecho constitucional como disciplina científica.

			La Constitución normativa incide de una manera decisiva sobre la formulación nuclear de la ciencia del Derecho, sobre su paradigma científico dominante, conocido usualmente como dogmática jurídica, especialmente por lo que se refiere al Derecho público, pero también en lo que respecta al resto de las disciplinas jurídicas. Por sus propias características, la Constitución normativa altera el tratamiento formalista del Derecho retornando en ocasiones a métodos de trabajo que ya se habían experimentado en épocas anteriores, y especialmente a fórmulas propugnadas por los fundadores de la dogmática. La dogmática tradicional, tal y como fue elaborada por la Escuela Histórica del Derecho, mantuvo siempre una apertura permanente a la realidad social en la que el Derecho se desenvuelve, así como una conexión constante con los principios y valores sobre los que el Derecho se asienta. Junto a ello, la dogmática tradicional propugnaba una concepción de la ciencia jurídica orientada a la práctica, a los problemas de vigencia del Derecho, y con una vocación transformadora del material jurídico (consciente de la potencialidad creadora de la actividad científica).

			Las posiciones formalistas que surgen ya en el ámbito del Derecho privado, pero sobre todo en la Escuela alemana del Derecho público, van a suponer una restricción de las pretensiones científicas de la dogmática, que se formulan ahora en términos puramente lógico-sistemáticos. Será justamente en el ámbito del Derecho público, en el que la conexión con la realidad social y política se hacía más necesaria, donde la dogmática repudiará cualquier referencia extraña al material jurídico-normativo estrechamente entendido por referencia al Derecho positivo vigente. La ciencia del Derecho, en relación con su núcleo esencial, la dogmática, se va a configurar en el ámbito del Derecho público como una ciencia pura, esto es, desligada de planteamientos filosóficos, históricos, sociales o políticos. Como una ciencia centrada tan solo en el tratamiento lógico del Derecho vigente y en la elaboración de sistemas conceptuales que ordenen la realidad jurídica. El método jurídico se va a definir, así, no en relación con las operaciones técnicas que desarrolla, sino tan solo respecto de la propia delimitación del objeto de estudio: el Derecho positivo aislado de contextos extrajurídicos.

			Estas posiciones de la dogmática del Derecho público no están desligadas de un sustrato sociológico y axiológico claro, pese a la neutralidad proclamada del método jurídico. La disociación entre lo jurídico y lo social viene a reflejar la pretensión de establecer un ámbito separado entre la sociedad y el Estado, propia del constitucionalismo liberal. La voluntad de aislar al Derecho (incluido el constitucional) del contexto político responde al intento de sustraer a lo jurídico de las tensiones políticas que se dirigen hacia el control monopolístico del poder estatal, a la lucha por la soberanía. El poder del Derecho pretende ser, así, el de una normativa independiente de las luchas políticas, que intenta desarrollar una función arbitral, imposible, sin embargo, por las propias condiciones de un discurso político planteado en términos de confrontación global.

			La Constitución normativa parte de un sustrato sociológico muy diferente al que dio origen a la dogmática formalista. Frente a la confrontación entre grupos sociales antagónicos con tendencia a la bipolaridad, la integración entre una pluralidad de intereses con tendencia a la diversificación. El proceso de democratización, normativización y socialización a que se ha visto sometido el constitucionalismo, a partir de esa base social, va a determinar una reordenación de lo jurídico y de su tratamiento científico.

			Para empezar, la Constitución normativa no pretende ya establecer una disociación radical entre sociedad y Estado, sino que procura incidir normativamente sobre la realidad social, disciplinándola de acuerdo con las pretensiones de la sociedad misma. Cuando lo jurídico no se define ya como una esfera aislada de lo social, sino a partir de su interacción con lo social, el rechazo de los factores sociales carece de sentido. La conexión social de la normatividad aparece entonces como una exigencia metodológica de medida variable, aunque permanente en el análisis jurídico.

			En segundo lugar, el sustrato social de la Constitución normativa impide contemplar lo político como el lugar de la lucha antagónica por la soberanía estatal y de la correspondiente instrumentalización partidista de los factores normativos. En la sociedad pluralista, lo político y lo jurídico están en tensión permanente pero relativa. La democratización del Estado, por un lado, y la previsión de mecanismos jurídicos de control de la constitucionalidad de todos los órganos estatales, por el otro, determinan que el concepto de democracia sea hoy ya una mezcla indisoluble de derecho y política. Los factores políticos no pueden ser valorados como elementos dañinos para el análisis jurídico, porque lo político es, en la Constitución normativa, el ámbito de la lucha legítima entre los diversos grupos sociales por determinar las orientaciones de la actividad estatal. La interacción entre Derecho y política impide la desconsideración de los elementos políticos en el análisis jurídico-constitucional.

			La Constitución no es ya, por otra parte, el resultado de una decisión unilateral de los grupos sociales dominantes, que pueda por ello eludir las referencias valorativas en que se asienta el orden social. Una Constitución que refleja el pluralismo social tiende también a recoger los valores y principios sobre los que se basa la convivencia, los puntos de acuerdo y de transacción entre los diversos grupos sociales. Los valores son ahora un elemento fundamental del Derecho constitucional y obligan a una reconsideración de los planteamientos formalistas del análisis jurídico.

			Hay que insistir, por último, en la idea de que la Constitución normativa no produce solo una alteración metodológica en la ciencia del Derecho constitucional. Por el contrario, todas las disciplinas jurídicas se ven afectadas por las nuevas exigencias científicas que plantea el Derecho constitucional. Se abre así el paso a una ciencia crítica del Derecho, que parte de la condición del Derecho constitucional como factor de regulación de la dinámica social, y que recupera ahora, tras diversas oscilaciones, la función primordial de toda actividad científica: partir de lo existente para construir el futuro.

			5. EL DERECHO CONSTITUCIONAL EN ESPAÑA

			Debido a las circunstancias históricas, no ha habido entre nosotros un esfuerzo sistemático y continuado de reflexión en materia constitucional, y menos aún una escuela que haya producido un corpus doctrinal propio. El motivo fundamental ha sido, hasta hace muy poco, la inexistencia de normalidad constitucional. Esa anormalidad se produjo también en otros países (Italia, Alemania), en los que, sin embargo, pese a la incidencia inevitable del fascismo, existía ya una fuerte tradición dogmática que hizo posible la recuperación de la disciplina tras el derrumbe de las dictaduras (Lombardi). En España, sin embargo, la desgarradora guerra civil, y el muy largo período histórico de privación de libertades que siguió, habría de cercenar a nuestra intelectualidad destrozando una tradición jurídica en período de asentamiento. Cuando se contempla el exilio obligado hasta la muerte de algunos de nuestros intelectuales (también en el campo del Derecho constitucional: Fernando de los Ríos, por ejemplo) bien se puede decir que la guerra civil solo terminó en 1939 para los que la ganaron.

			A partir de ahí comienza un largo período en el que no existió nunca Constitución, sino unas leyes fundamentales que estaban destinadas únicamente a la dominación política (Lucas Verdú). Bien es verdad que la tendencia hacia el enciclopedismo y hacia la especulación filosófica y el desapego de los problemas dogmáticos había sido bastante acusada en nuestra tradición científica (J. A. Portero). Pero también lo es que la ruptura que supuso la guerra y los cuarenta años de dictadura habrían de aumentar la dispersión intelectual del Derecho político hasta los extremos propios de una ciencia privada de su objeto: la Constitución. Más aun, la imposibilidad de aportar un tratamiento científico de la normativa fundamental vigente durante esos años, que solo admitía una actitud laudatoria ante la misma, obligará a nuestros investigadores a centrar los estudios de Derecho constitucional en el análisis de los regímenes políticos foráneos. El Derecho político pasa así a tener unos contornos extremadamente difusos (N. Ramiro Rico), que llevan a los profesores de Derecho político a terrenos muy diversos, desde la mera sociología o la sociología política, pasando por la ciencia política y hasta el Derecho comparado por mencionar únicamente los ámbitos académicos.

			La promulgación de la Constitución va a suponer un importante revulsivo en la situación de nuestra disciplina, pues el objeto de análisis no se va a encontrar disperso como antes en una pluralidad de campos, sino que se centrará justamente en el Derecho constitucional. A ello contribuye la inicialmente traumática escisión del antiguo «Derecho político» en dos áreas de conocimiento: Ciencia política y Derecho constitucional. El Derecho constitucional se orienta, sin embargo, en los primeros años de desarrollo constitucional hacia un tratamiento fuertemente centrado en los estudios dogmáticos dejando fuera otras necesidades de configuración de la disciplina. Al mismo tiempo, se evidencian tendencias excesivamente formalistas basadas en una cierta sacralización del texto constitucional y una elaboración doctrinal muy dependiente de la jurisprudencia constitucional (como denunciara A. Nieto). Podríamos decir que en algunas de estas formulaciones se ponía un acento excesivo sobre el sustantivo «Derecho» (en una determinada concepción del Derecho, además) restándole importancia al adjetivo «constitucional». Se incurría así en el peligro de reducir la Constitución al Derecho, en lugar de ampliar el Derecho (el ordenamiento jurídico, en suma) a la Constitución.

			Por fortuna, esos problemas de crecimiento se están superando en los últimos tiempos y hoy se puede decir que el Derecho constitucional en España se está configurando de manera plural, respondiendo a una diversidad de motivaciones y planteamientos metodológicos que no ponen en peligro, sin embargo, la unidad de la disciplina. El esfuerzo dogmático sigue siendo el más intenso, y ello responde en gran medida a las necesidades derivadas de la conformación actual del Derecho constitucional. La aprobación de la Constitución no fue solo el punto de partida para la reorientación de los constitucionalistas hacia las cuestiones clásicas y menos clásicas de la disciplina: parlamentarismo, división de poderes, control del poder, democracia, Derecho electoral, Poder Judicial, derechos y libertades, fuentes del Derecho. Por el contrario, fue el inicio de una serie de transformaciones esenciales en el ordenamiento jurídico que necesariamente tenían que ser objeto de estudio por parte de los especialistas en Derecho constitucional. La descentralización del Estado abrió un campo enorme de interrogantes y debates doctrinales que sigue moviéndose (en gran medida a impulsos políticos, aunque también jurisprudenciales y doctrinales) en un sentido expansivo. La incorporación a las instituciones europeas y el desarrollo del proceso de integración europea han supuesto igualmente la apertura de nuevos objetos de estudio que requieren, cada vez con más intensidad, planteamientos constitucionales para su adecuada configuración jurídica.

			A todos estos frentes se ha intentado responder con solvencia desde el Derecho constitucional, resultando alentador el panorama del Derecho constitucional en España y estimulantes los retos que los estudiosos del Derecho constitucional tendrán que afrontar en el próximo futuro.

			6. DERECHO CONSTITUCIONAL, GLOBALIZACIÓN E INTEGRACIÓN SUPRANACIONAL

			Más allá del Estado y de la formulación específica del Derecho constitucional en España, la globalización y la integración supranacional están generando cambios sustantivos en nuestro Derecho constitucional. Ciertamente, ni la globalización ni la integración supranacional son fenómenos de los últimos años. Por el contrario, el proceso de globalización en sentido moderno está experimentando su tercera etapa de desarrollo desde finales del siglo XX. La primera etapa de la globalización moderna se abrió a finales del siglo XIX y se frenó en el período de entreguerras. La liberación de trabas al comercio y el desarrollo de las comunicaciones volvería a alcanzar un gran desarrollo a partir de los años cincuenta del pasado siglo, después de la Segunda Guerra Mundial, coincidiendo con dos fenómenos igualmente relevantes desde una perspectiva constitucional: la aprobación de las primeras constituciones normativas en Europa y el comienzo del proceso de integración europea. Tras esta segunda globalización de los años cincuenta del siglo XX, el desarrollo tecnológico de finales de ese siglo abrirá paso a la tercera globalización, que está transformando la percepción del espacio y del tiempo en el siglo XXI y está provocando un cambio de pautas culturales, generando nuevos paradigmas en muchos ámbitos.

			El proceso de globalización plantea interrogantes muy serios al Derecho constitucional. La liberación de los poderes económicos y tecnológicos globales respecto de las trabas que suponía previamente el poder estatal ha supuesto también un debilitamiento de las funciones históricas de control del poder y garantía de los derechos que le corresponden al Derecho constitucional. Esas funciones se desarrollaban en relación con y a través del poder estatal, por lo que la reducción del poder estatal implica también una limitación importante de la Constitución normativa.

			Esa limitación se intenta compensar mediante mecanismos destinados a racionalizar el ejercicio de los poderes globales a través de acuerdos entre Estados que se acercan, especialmente en materia de Derechos, a la lógica del Derecho constitucional clásico. Se trata, sin embargo, de una tendencia todavía muy incipiente. Por ese motivo, podemos decir que el verdadero campo de acción posible del Derecho constitucional, desde la perspectiva de la recuperación de sus funciones históricas en el contexto de la globalización, se encuentra en los procesos de integración supranacional.

			No es un terreno fácil, sin embargo, porque la integración supranacional está operando, hasta ahora, como sustituta de fórmulas federales de integración en las que el Derecho constitucional podría tener una mayor incidencia desde el punto de vista de la racionalización y la democratización del poder. La experiencia europea de más de sesenta años de integración supranacional tiene tantas luces como sombras, pues está afectando a las funciones que la constitución del Estado nacional (de los Estados miembros de la UE, en definitiva) ha desarrollado históricamente y que se ven progresivamente dificultadas en el contexto de la integración supranacional y de la globalización.

			Para el Derecho constitucional —o lo que es lo mismo, para los derechos fundamentales de la ciudadanía, para la calidad de la democracia y para la posibilidad de controlar y exigir responsabilidad a los poderes públicos— analizar las cuestiones teóricas que plantean los procesos de integración supranacional es muy importante. Lo es porque no hay alternativas a la integración supranacional si tenemos en cuenta el proceso de globalización (aunque sí las hay a los modelos concretos de integración supranacional seguidos hasta ahora). En realidad, la integración supranacional en Europa se ha visto impulsada desde el principio por el proceso de globalización. Se puede decir incluso que se ha configurado como una respuesta al segundo proceso de globalización, que comenzó a partir de los años cincuenta del siglo XX, si bien esa respuesta se manifiesta hoy como inadecuada e insuficiente frente al desarrollo de la tercera globalización.

			Es cierto que no podemos prever cuál va a ser su evolución futura. Por ejemplo, no podemos saber en qué medida las crisis económicas del sistema, no previsibles, pueden afectar al proceso de globalización. Rasgos que se han considerado típicos de la globalización como las deslocalizaciones, pueden experimentar retrocesos como consecuencia de esas crisis. Igualmente, fenómenos tales como el desarrollo migratorio de los últimos
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